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1. INICIO DEL PROCESO PENAL SEGÚN SE TRATE DE DELI-
TOS PRIVADOS, SEMIPÚBLICOS Y PÚBLICOS

El inicio del proceso penal se produce tras la recepción de la notitia cri-
minis por el Juez instructor.

El objeto de dicha noticia es un supuesto de hecho que revista los
caracteres de delito y que sea subsumible en un tipo especificado en el
Código Penal o en leyes penales especiales. Puede llegar por las siguien-
tes vías:

• Denuncia.
• Querella.
• Atestado policial.
• Cualquier otra vía por la que el hecho llegue a conocimiento del

Juez.

En función de si es necesario presentar o no denuncia o querella para
iniciar un proceso penal los delitos se clasifican en:

• Delitos públicos: son perseguibles de oficio por el juez, es decir, sin
necesidad de presentar denuncia o querella. Es la regla general.

• Delitos privados: es necesario presentar querella del ofendido.
• Delitos semipúblicos o semiprivados: es necesario denuncia de la

persona agraviada o de su representante legal.

También puede denunciar el Ministerio Fiscal si el ofendido es menor
de edad, incapaz o una persona desvalida.

En la siguiente tabla se recogen qué delitos son privados, semipúblicos y
públicos y, a su vez, si son graves, menos graves o leves:
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DELITOS PRIVADOS

Delitos menos graves — Calumnia (art. 206 CP)

— Injurias graves hechas con publicidad (art. 209 CP)

Delitos leves — Injurias graves hechas sin publicidad (art. 209 CP) (*)

DELITOS SEMIPÚBLICOS O SEMIPRIVADOS

Delitos graves y menos
graves

— Reproducción asistida sin consentimiento de la mujer (art.
161.1 CP).

También es posible perseguirlo cuando el Fiscal formule denun-
cia cuando las víctimas sean menores de edad, personas con
discapacidad o desvalidas (art. 161.2 CP).

— Delito de acoso (art. 172 ter.1 y 4 CP), salvo cuando el ofen-
dido sea alguna de las personas a que se refiere el art. 173.2 CP
(art. 172 ter.2 CP in fine), en cuyo caso el delito será público.

— Agresiones, acoso sexual y abusos sexuales (Libro II, T VIII
CP).

También es posible perseguirlos cuando el Fiscal formule que-
rella o, cuando las víctimas sean menores de edad, personas con
discapacidad o desvalidas, bastará la denuncia del Fiscal (art.
191.1 CP).

— Descubrimiento y revelación de secretos (Libro II, T X, cap.
I CP), salvo para proceder por los hechos del art. 198 del CP, o
cuando la comisión del delito afecte a los intereses generales o
a una pluralidad de personas o si la víctima es una persona menor
de edad o con discapacidad necesitada de especial protección.
(art. 201.2 CP), en cuyo caso serán públicos.

— Delitos de abandono de familia, menores o personas con
discapacidad necesitadas de especial protección (Libro II, T. XII
cap. III, sección 3.ª CP).

También es posible perseguirlos cuando el Fiscal formule denun-
cia por tratarse las víctimas de menores de edad, personas con
discapacidad o desvalidas (art. 228 CP).

— Delitos relativos al mercado y a los consumidores (Libro II, T
XIII, cap. XI, sección 3.ª CP), salvo cuando la comisión del delito
afecte a los intereses generales o a una pluralidad de personas
(art. 287.2 CP) o los previstos en los arts. 284 y 285 CP, por tra-

Iniciación del Proceso Penal
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DELITOS PRIVADOS

tarse de delitos públicos y excepto el del art. 286.4 CP (por tra-
tarse ahora de un delito leve).

También es posible perseguirlos cuando el Fiscal formule denun-
cia por tratarse las víctimas de menores de edad, personas con
discapacidad o desvalidas (art. 287.1 CP).

— Delitos societarios (Libro II, T XIII, cap. XIII CP), salvo cuando
la comisión del delito afecte a los intereses generales o a una
pluralidad de personas» (art. 296.2 CP).

También es posible perseguirlos cuando el Fiscal formule denun-
cia por tratarse las víctimas de menores de edad, personas con
discapacidad o desvalidas (art. 296.1 CP).

Delitos leves — Homicidio por imprudencia menos grave (art. 142.2 CP).

— Delito doloso de lesiones (previsto en el art. 147.2 CP) y el
delito doloso de maltrato de obra (art. 147.3 CP).

— Delito de lesiones por imprudencia menos grave (art. 152.2
CP).

— Amenazas de modo leve previstas en el art. 171.7, 1.º CP,
salvo cuando el ofendido sea alguna de las personas a que se
refiere el art. 173.2 CP pfo. 2.º), en cuyo caso el delito será
público.

— Coacciones de carácter leve del art. 172.3, 1.º CP, salvo
cuando el ofendido sea alguna de las personas a que se refiere
el art. 173.2 CP (pfo. 2.º de dicho precepto), en cuyo caso el
delito será considerado público.

— Delitos leves de injuria o vejación injusta de carácter leve
sobre alguna de las personas a que se refiere el art. 173.2 CP (art.
173.4 CP).

— Daños causados por imprudencia grave cuya cuantía supere
los 80.000 euros.

También es posible perseguirlos cuando el Fiscal formule denun-
cia por tratarse las víctimas de menores de edad, personas con
discapacidad o desvalidas (art. 267 CP).

— Delito relativo al mercado y a los consumidores del art. 286.4
CP, salvo que el delito afecte a los intereses generales o a una
pluralidad de personas el delito será público (art. 287.2 CP).

Inicio del proceso penal según se trate de delitos privados, semipúblicos y ...

325



(*)  

2.

3.

DELITOS PRIVADOS

También es posible perseguirlos cuando el Fiscal formule denun-
cia por tratarse las víctimas de menores de edad, personas con
discapacidad o desvalidas (art. 287.1 CP).

DELITOS PÚBLICOS

Todos los demás

Es interpretable que, tanto la calumnia sin publicidad como la injuria grave, con o sin
publicidad, puedan considerarse un delito leve cuando el acusado «reconociere ante la
autoridad judicial la falsedad o falta de certeza de las imputaciones y se retractare de ellas»,
pues en tal caso «el Juez o Tribunal impondrá la pena inmediatamente inferior en grado y
podrá dejar de imponer la pena de inhabilitación que establece el artículo anterior» (art.
214. 1.º CP). Si aplicamos dicha pena inferior en grado (art. 70.1.2ª CP), tanto a la pena de
multa prevista en abstracto para la calumnia sin publicidad como para la injuria grave,
estaríamos ante delitos leves, ya que la pena resultante para el delito de calumnia sin
publicidad sería de 3 a 6 meses menos un día; para la injuria grave con publicidad, de 3
a 6 meses menos un día; y, para la injuria grave sin publicidad, de 1 mes y medio a 3 meses
menos un día.

INICIACIÓN DEL PROCESO PENAL: DE OFICIO

Inmediatamente después de que el Juez de Instrucción o de Paz tuviera
noticia de la perpetración de un delito, el Letrado de la Administración de
Justicia lo pondrá en conocimiento del Fiscal y dará parte al Presidente de la
Audiencia, si procede la formación de sumario.

En la práctica esta forma de iniciación suele utilizarse ante la comisión
de hechos punibles de cierta notoriedad y en los delitos que puedan come-
terse contra la Administración de Justicia.

Ello no implica que se le pueda conferir al Juez facultad alguna para el
sostenimiento de la pretensión penal, la cual corresponde al Ministerio Fiscal.

La acción penal que dé lugar al procedimiento de oficio no se extingue
por la renuncia de la persona ofendida (art. 106 CP).

INICIACIÓN DEL PROCESO PENAL: DENUNCIA

CONCEPTO

Declaración de conocimientos efectuada por una persona para informar
al Juez de unos hechos presuntamente delictivos.

Iniciación del Proceso Penal
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El denunciante no se constituye en parte del proceso, aunque posterior-
mente puede pedir que se le tenga por tal.

DENUNCIANTE

Están obligados a denunciar:

• El que presencie la perpetración de cualquier delito público.

Excepciones:

— Los impúberes.
— Los que no gozan del pleno uso de razón.

• Los que, por razón de sus cargos, profesiones u oficios, tuviesen
noticia de algún delito público. De lo contrario podría derivarse respon-
sabilidad penal y administrativa (arts. 201, 407 y 408 CP.

Excepciones:

— Abogados y procuradores respecto de instrucciones o expli-
caciones de sus clientes [arts. 199.2 y 466 CP, art. 542.2 LOPJ y
art. 47 Real Decreto 135/2021, de 2 de marzo, por el que se
aprueba el Estatuto General de la Abogacía yart. 39 e) RD 1281/02,
de 5 de diciembre, por el que se aprueba el EG de Procuradores].

— Eclesiásticos y ministros de culto, si fue revelado en ejerci-
cio de su ministerio.

• El que por cualquier medio diferente de los mencionados tuviese
conocimiento de la perpetración de algún delito de los que deben per-
seguirse de oficio. No está obligado a probar los hechos ni a formalizar
querella. El denunciador no contraerá otra responsabilidad que la corres-
pondiente a los delitos cometidos por medio de la denuncia o con su
ocasión.

No están obligados a denunciar:

• El cónyuge del delincuente no separado legalmente o de hecho o
la persona que conviva con él en análoga relación de afectividad.

• Los ascendientes y descendientes del delincuente y sus parientes
colaterales hasta el segundo grado inclusive.
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ATENCIÓN:

La LO 8/2021, que modificó el art. 261 LECrim., introdujo ex novo la
exclusión de esta dispensa cuando la víctima sea un menor de edad o disca-
pacitado necesitado de especial protección, cuando se trate de un delito contra
la vida, de un delito de homicidio, de un delito de lesiones de los arts. 149 y
150 del Código Penal, de un delito de maltrato habitual previsto en el art. 173.2
del Código Penal, de un delito contra la libertad o contra la libertad e indem-
nidad sexual o de un delito de trata de seres humanos. Con ello, se pretende
huir del ocultismo de estos hechos tan graves dentro del entorno de la propia
víctima que provocan una victimización prolongada en el tiempo.

FORMA Y CONTENIDO

El RDL 6/2023, aplicable desde el 20 de marzo de 2024, regula expresa-
mente cuál debe ser el contenido de la denuncia, que hasta entonces era
flexible, así como la posibilidad de realizarse por vía telemática. Puede
hacerse (arts. 265 a 268 LECrim.):

• Personalmente o por medio de mandatario con poder especial. El
poder debe facultar expresamente al procurador a deducir la denuncia
por un hecho punible determinado.

• Por escrito o de palabra.

— Por escrito: debe ir firmada por el denunciante de forma
autógrafa o manuscrita, si es presencial, o por otra persona a su
ruego, si no pudiese hacerlo.

— Por vía telemática: con firma electrónica conforme a lo
establecido en el artículo 10 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre,
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones
Públicas y en el Reglamento (UE) 910/2014, de 23 de julio de
2014, relativo a la identificación electrónica y los servicios de
confianza para las transacciones electrónicas en el mercado inte-
rior.

En el caso de las personas jurídicas, se firmará con certificado
electrónico cualificado con atributo de representante, o los
medios previstos en la regulación de firma digital que permitan
identificar la persona jurídica, así como la persona física que for-
mula la denuncia.
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— De palabra: la autoridad que la recibe extiende acta. En ella,
en forma de declaración, se expresarán cuantas noticias tenga el
denunciante relativas al hecho denunciado y a sus circunstancias.
Es firmada por la autoridad y el denunciante o por otra persona a
su ruego.

La denuncia (escrita o verbal) debe contener:

• La identificación de la persona denunciante. En caso de persona
jurídica o ente sin personalidad jurídica, deberá identificarse también la
persona física que formula la denuncia en su nombre, indicando su rela-
ción con la persona jurídica o el ente sin personalidad denunciante.

• La narración circunstanciada del hecho.
• La identificación de las personas que hayan cometido el hecho, si

fueran conocidas y de quienes lo hayan presenciado (testigos directos) o
tengan información sobre él (testigos de referencia).

• La existencia de cualquier fuente de conocimiento de la que el
denunciante tenga noticia, que pueda servir para esclarecer el hecho
denunciado.

El Juez, Tribunal, Autoridad o funcionario que reciba la denuncia verbal
o escrita, hará constar la identidad del denunciante, mediante el D.N.I o por
otros medios que reputen suficientes.

Si el denunciante lo exige le darán resguardo de haber formalizado la
denuncia.

ÓRGANO COMPETENTE

La denuncia puede presentarse ante:

• Los Juzgados: puede presentarse denuncia ante cualquier Autoridad
judicial o encargada de la prevención e investigación de los delitos.

— Si la denuncia se presenta ante el Juzgado competente (Juez
de Instrucción del lugar de comisión del delito):

- Si el hecho denunciado reviste carácter de delito, el
Juez dispone la iniciación del correspondiente procedi-
miento penal.
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4.

- Si el hecho denunciado no tiene carácter de delito o
la denuncia fuese manifiestamente falsa, el Juez se abstiene
de todo procedimiento, sin perjuicio de la responsabilidad
en que incurra si desestima la denuncia indebidamente.

— Si la denuncia se presenta ante un Juzgado objetiva o terri-
torialmente (fuera de la demarcación del lugar del delito) incom-
petente: éste debe practicar las primeras diligencias, dando cuenta
inmediata al Juez de Instrucción competente y, cuando se con-
cluyan, en el plazo máximo de 3 días, debe remitirlas al Juez
competente, disponiendo, en su caso, la elevación de la detención
a prisión y poniendo, dentro de dicho plazo, al detenido a dispo-
sición del Juez competente (arts. 307, 308, 498, 499, 500 y 501
LECrim.).

• El Ministerio Fiscal: puede recibir denuncias, enviándolas a la Auto-
ridad judicial o decretando su archivo cuando no encuentre fundamento
para ejercitar acción alguna, notificando en este caso la decisión al
denunciante (art. 5 Ley 50/1981, de 30 de diciembre, Estatuto Orgánico
del Ministerio Fiscal y Circular 4/2013, FGE).

• La policía: puede presentarse denuncia ante cualquier dependencia
o puesto de los distintos miembros que integran las fuerzas y cuerpos de
seguridad del Estado, así como ante los funcionarios de la policía judicial.

Corresponde a tales funcionarios la práctica de las diligencias de pre-
vención, dando cuenta inmediata de ellas a la Autoridad Judicial o al
Ministerio Fiscal (arts. 284 a 298 LECrim.).

Los atestados policiales tienen la consideración de denuncia (art. 297
LECrim.).

INICIACIÓN DEL PROCESO PENAL: QUERELLA

CONCEPTO

Declaración de voluntad consistente en comunicar unos hechos presun-
tamente delictivos al Juez, ejercitando al mismo tiempo la acción penal,
mediante la cual el querellante asume la cualidad de parte acusadora a lo
largo del procedimiento.
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Ejercitada sólo la acción penal, se entiende utilizada la civil para la res-
titución de la cosa, la reparación del daño y la indemnización de perjuicios
causados por el hecho punible, a no ser que el perjudicado la renunciase o
la reservase expresamente para ejercitarla después de terminado el juicio
criminal, si hay lugar a ello.

Si se ejercitase sólo la acción civil que nace de un delito perseguible sólo
mediante querella, se considera extinguida la acción penal (art. 112 LECrim.).

QUERELLANTE

Pueden querellarse:

1. Todos los ciudadanos españoles:

• Ofendidos por el delito, convirtiéndose en acusadores particulares.
Cabe entender por ofendido al titular del bien jurídico protegido o sujeto
pasivo del delito.

• No ofendidos por el delito, ejercitando la acción popular (art. 101
LECrim., art. 125 CE y art. 19 LOPJ).

Conforme a la doctrina del Tribunal Constitucional, el ejercicio de la
acción popular es un auténtico derecho fundamental, implícito en el derecho
a la tutela judicial efectiva, protegible, por tanto, a través del recurso de
amparo (art. 24 CE).

TÉNGASE EN CUENTA:

El término "ciudadanos" que utiliza la Constitución ha sido interpre-
tado por el TC como comprensivo tanto de las personas físicas como
jurídicas [STC 53/1983, 20 junio, pero referido exclusivamente a las
personas privadas (sean físicas o jurídicas) STC 129/2001, 4 junio, STS
149/2013 de 26 de febrero, rec. 907/2012].

La interposición de querella será exigible para iniciar el proceso, pero no
lo será una vez puesto en marcha el proceso por otra vía, pudiendo perso-
narse en los términos previstos en el art. 110 LECrim., es decir mostrándose
parte como adhesión, en nombre de la ciudadanía, a un proceso pendiente
(STS 595/1992 de 12 de Marzo) (art. 270 LECrim.).
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Es destacable la STS 1045/2007, de 17 de diciembre, que sienta la lla-
mada "doctrina Botín" que considera competencia del Legislador, que no
vulnera derechos constitucionales, la de limitar el ejercicio de la acción
popular como así lo hace en el procedimiento penal abreviado, al establecer
en su art. 782 LECrim. la imposibilidad de abrir el juicio oral sólo a instancias
de la acusación popular. Es legítima la distinción entre los derechos del per-
judicado y los de quien actúa en representación del interés popular que parte
de la identificación entre la «acusación particular» y el «ofendido o perjudi-
cado».

Por su parte, la llamada “doctrina Atutxa” se corresponde con la STS
54/2008, de 8 de abril, que considera no aplicable la restricción al ejercicio
de la acción popular por no darse en este caso el supuesto de hecho previsto
en el art. 782.1 LECrim., ya que se trata de un delito de desobediencia, que
carece por definición, de un perjudicado concreto susceptible de ejercer la
acusación particular. Así, cuando no concurra en el hecho que se enjuicia
un interés particular que posibilite la personación de un perjudicado, la
actuación en solitario de la acusación popular permite la apertura del juicio
oral.

Por su parte, la STC 205/2013, de 5 de diciembre validó la “doctrina
Atutxa” explicando la corrección con la que la STS 54/2008, de 8 de abril,
rec. 408/2007 se aparta del precedente que representa la STS 1045/2007,
de 17 de diciembre, razonando por qué no se ha violado el principio
constitucional de igualdad de todos los ciudadanos ante la ley (art.14 CE).

2. Los extranjeros por delitos cometidos contra sus personas o bienes o
los de sus representados.

3. Los Funcionarios del Ministerio Fiscal (art. 105 LECrim.).

• Ejercitarán todas las acciones penales que consideren procedentes,
haya o no acusador particular en las causas, menos aquellas que el
Código Penal reserva exclusivamente a la querella privada.

• En los delitos perseguibles a instancias de la persona agraviada tam-
bién podrá denunciar el Ministerio Fiscal si aquélla fuese menor de edad,
persona con discapacidad necesitada de especial protección o desvalida.

Aunque no haya denuncia, también podrá practicar diligencias a pre-
vención.
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• Deben entablar la acción civil juntamente con la penal, haya o no
en el proceso acusador particular, pero si el ofendido renunciase expre-
samente a su derecho de restitución, reparación o indemnización, el
Ministerio Fiscal se limitará a pedir el castigo de los culpables (art. 108
LECrim.).

No puede querellarse:

• El que no goce de la plenitud de los derechos civiles.
• El que hubiese sido condenado 2 veces por sentencia firme como

reo del delito de denuncia o querella calumniosas, aunque sí puede
hacerlo por delito cometido contra las personas o bienes de los que estu-
viesen bajo su guarda legal.

• El Juez o Magistrado, aunque sí puede hacerlo por delito cometido
contra las personas o bienes de los que estuviesen bajo su guarda legal.

Los sujetos enumerados pueden, sin embargo, querellarse por delito
cometido contra sus personas o bienes o contra personas o bienes de sus
cónyuges, ascendientes, descendientes, hermanos consanguíneos o uteri-
nos y afines (art. 102 LECrim.).

No pueden querellarse entre sí:

• Los cónyuges, a no ser por delito cometido por el uno contra la
persona del otro o la de sus hijos, y por el delito de bigamia.

• Los ascendientes, descendientes y hermanos por naturaleza, por la
adopción o por afinidad, a no ser por delito cometido por los unos contra
las personas de los otros (art. 103 LECrim.).

Ello no obsta para que puedan presentar denuncia, en cuyo caso será
el Ministerio Fiscal el encargado de ejercitar la acción penal, la cual ha
de prosperar siempre que no estén incursos en la "excusa absolutoria"
(art. 268 CP).

CONTENIDO

En la querella se expresará:

• Juez o Tribunal ante quien se presente.
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• Nombre, apellidos y vecindad del querellante.
• Nombre, apellidos y vecindad del querellado. Si se ignoran estas

circunstancias, debe hacer la designación por las señas que mejor pudie-
ran darle a conocer.

• Relación circunstanciada del hecho, con expresión del lugar, año,
mes, día y hora en que se ejecute, si se supiesen.

• Diligencias que deberán practicarse para comprobar el hecho.
• Petición de que se admita la querella, se practiquen las diligencias

y se proceda a la detención o prisión del presunto culpable o a exigirle
fianza de libertad provisional, y se acuerde el embargo de sus bienes en
la cantidad necesaria en los casos en que así proceda.

• Firma del querellante o la de otra persona a su ruego, si no supiese
o pudiese firmar, cuando el Procurador no tuviese poder especial.

Debe reflejarse la notitia criminis, ya que, en otro caso, procede su
desestimación (art. 313 LECrim.). Si faltan otros requisitos que pudieran
conllevar la inadmisión de la querella, ésta tendría, a todos los efectos, el
valor de una denuncia y sería obligatorio incoar el procedimiento penal.

REQUISITOS

Se extiende en papel de oficio y se presenta siempre por medio de Pro-
curador con poder bastante, es decir, especialísimo, conteniendo una cláu-
sula que faculte al apoderado para presentar querella en relación a la perse-
cución de un delito concreto, y suscrita por Letrado. Caso de que el poder
fuese general para acciones penales sin especificar, es necesario la ratifica-
ción del querellante, como trámite previo a su admisión, incoándose, antes
de pronunciarse sobre dichos extremos, diligencias indeterminadas.

Si tiene por objeto un delito sólo perseguible a instancia de parte,
excepto el de violación o rapto, se acompañará la certificación que acre-
dite haberse celebrado o intentado el acto de conciliación entre quere-
llante y querellado.

Pueden practicarse sin este requisito las diligencias urgentes para la com-
probación de los hechos o para la detención del delincuente, suspendiendo
después el curso de los autos hasta que se acredite haberse celebrado o
intentado el acto de conciliación citado.
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En los delitos de calumnia e injuria causadas en juicio se presentará la
licencia del Juez o Tribunal que hubiese conocido de aquél (art. 215.2 CP).

El querellante prestará fianza de la clase y en la cuantía que fije el Juez o
Tribunal para responder de las resultas del juicio. Están exentos (art. 281
LECrim.):

• El ofendido y sus herederos o representantes legales.
• En los delitos de asesinato o de homicidio, el cónyuge del difunto

o persona vinculada a él por una análoga relación de afectividad, los
ascendientes y descendientes y sus parientes colaterales hasta el segundo
grado inclusive, los herederos de la víctima y los padres, madres e hijos
del delincuente.

• Las asociaciones de víctimas y las personas jurídicas a las que la ley
reconoce legitimación para defender los derechos de las víctimas siempre
que el ejercicio de la acción penal hubiera sido expresamente autorizado
por la propia víctima.

La exención no se aplica a los extranjeros si no les correspondiese en
virtud de tratados internacionales o por el principio de reciprocidad (art. 1
LO 4/2000, de 11 de enero, de extranjería).

No pueden exigirse fianzas que por su inadecuación impidan el ejercicio
de la acción popular, que será siempre gratuita (art. 20.3 LOPJ).

La fianza debe abonarse incluso aunque el proceso penal ya esté iniciado
por la interposición de otra querella (SSTC 62/1983, de 11 de julio, Rec.
218/1982 y 79/1999, de 26 de abril, Rec. 1659/1997).

Esta exigencia ha sido declarada constitucional, por no ser contraria al
derecho a la tutela judicial efectiva del art. 24 CE, pues no impide el ejercicio
de la acción popular, siempre que su cuantía sea acorde con los medios de
quien pretenda ejercerla (SSTC 62/1983, de 11 de julio, Rec. 218/1982,
113/1984, de 29 de noviembre, Rec. 139/1983, 147/1985, de 29 de octubre,
Rec. 82/1985, 79/1999, de 26 de abril, Rec. 1659/1997).

TÉNGASE EN CUENTA:

Si el acusador popular no estuviese de acuerdo con la exigencia e
importe de la fianza y, sin haberla aún prestado, quisiese recurrir dicha
resolución, establece la jurisprudencia que la no prestación de dicha
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fianza no puede ser motivo para inadmitir dicho recurso (STC 326/1994,
de 12 de diciembre, Rec. 2557/1993).

INTERPOSICIÓN

• Ante el Juez de Instrucción competente.

— Si el querellado estuviese sometido a otro Tribunal (aforamiento),
se interpondrá ante éste.

— Si son varios los querellados por un mismo delito o por dos o más
conexos, y alguno estuviese sometido a determinado Tribunal, se inter-
pondrá ante éste.

— Si se trata de un delito "in fraganti" o de los que no dejan señales
permanentes de su perpetración o se temiese fundadamente la ocultación
o fuga del presunto culpable: puede interponerse ante el Juez de Instruc-
ción o de Paz más próximo o ante la policía, para que se practiquen las
primeras diligencias y detener al delincuente.

• El querellante:

— Queda sometido al Juez o Tribunal competente a todos los efectos
del juicio.

— Puede apartarse de la querella en cualquier momento quedando,
sin embargo, sujeto a las responsabilidades que pudieran derivarse por
sus actos anteriores.

• Se tiene por abandonada la querella:

— Si fuese por delito que sólo pueda ser perseguido a instancia de
parte, cuando dejase de instar el procedimiento dentro de los 10 días
siguientes a la notificación del auto en que el Juez o Tribunal lo acuerde.

Al efecto, a los 10 días de haberse practicado las últimas diligencias
pedidas por el querellante, o de estar paralizada la causa por falta de
instancia del mismo, el Juez o Tribunal manda de oficio que aquél pida
lo que convenga a su derecho en el término de 10 días.

— Cuando por muerte, o por haberse incapacitado el querellante para
continuar la acción, no compareciese ninguno de sus herederos o repre-
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sentantes legales a sostenerla dentro de los 30 días siguientes a la citación
que se les hará dándoles a conocer la querella.

RENUNCIA

La acción penal por delito que dé lugar al procedimiento de oficio no se
extingue por la renuncia de la persona ofendida. Se extinguen por esta causa
las que nacen de delitos que sólo puedan ser perseguidos a instancia de parte,
y las civiles, cualquiera que sea el delito de que procedan.

Los perjudicados por un delito que no hayan renunciado a su derecho,
pueden mostrarse parte en la causa antes del trámite de calificación del
delito, ejercitando las acciones penales y civiles que procedan, o solamente
unas u otras, según les convenga, sin retroceder por ello en el curso de las
actuaciones.

La renuncia de la persona ofendida extingue la acción penal que nace de
delitos perseguibles sólo a instancia de parte, y las civiles, cualquiera que sea
el delito de que procedan.

La renuncia a la acción civil debe hacerse de una manera expresa y ter-
minante, no basta con que los perjudicados no se muestren parte en la causa.

No obstante, aun cuando se hubiera previamente renunciado a la acción
civil, si las consecuencias del delito son más graves de las que se preveían
en el momento de la renuncia, o si la renuncia pudo estar condicionada por
la relación de la víctima con alguna de las personas responsables del delito,
se podrá revocar la renuncia al ejercicio de la acción civil por resolución
judicial, a solicitud de la persona dañada o perjudicada y oídas las partes,
siempre y cuando se formule antes del trámite de calificación del delito.

ATESTADO POLICIAL

Constituye una investigación preliminar o preventiva de la causa, como
acto preparatorio de la instrucción. Se considera denuncia a los efectos lega-
les.

Las declaraciones que presten los funcionarios de policía debe ser firma-
das, o tendrán el valor de declaraciones testificales en cuanto se refieran a
hechos de conocimiento propio.
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El Tribunal Constitucional, en reiterada doctrina, establece que el ates-
tado no constituye fundamento probatorio para destruir la presunción de
inocencia, por lo que debe ratificarse por sus instructores en el juicio oral,
para permitir a la defensa del acusado sometiéndolo a la oportuna contra-
dicción, salvo en los supuestos de datos objetivos y verificables que no pue-
dan practicarse en el juicio oral.

Por su parte, el Tribunal Supremo, distingue en los atestados tres clases
de actuaciones:

1. Declaraciones de los procesados o testigos, e identificaciones en rueda:
tienen valor de denuncia.

El Acuerdo no jurisdiccional del TS de 3 de junio de 2015 concluye que
las declaraciones ante los funcionarios policiales no tienen valor probatorio.

No pueden operar como corroboración de los medios de prueba. Ni ser
contrastadas por la vía del art. 714 LECrim. Ni cabe su utilización como
prueba preconstituida en los términos del art. 730 LECrim.

Tampoco pueden ser incorporadas al acervo probatorio mediante la lla-
mada como testigos de los agentes policiales que las recogieron.

Sin embargo, cuando los datos objetivos contenidos en la autoinculpa-
ción son acreditados como veraces por verdaderos medios de prueba, el
conocimiento de aquellos datos por el declarante evidenciado en la autoin-
culpación puede constituir un hecho base para legítimas y lógicas inferen-
cias. Para constatar, a estos exclusivos efectos, la validez y el contenido de
la declaración policial deberán prestar testimonio en el juicio los agentes
policiales que la presenciaron.

2. Dictámenes o informes emitidos por gabinetes policiales: tienen valor
de prueba pericial si se ratifican en el juicio oral.

3. Diligencias objetivas, no reproducibles en el juicio oral: tienen la con-
dición de pruebas, al menos a los efectos de constatar la existencia de una
actividad probatoria de cargo e incriminatoria apta para enervar la presun-
ción de inocencia.

Forma

Los funcionarios de la policía judicial lo extienden en papel sellado o
común:
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• Se especifican con la mayor exactitud los hechos averiguados.
• Se insertan las declaraciones e informes recibidos.
• Se anotan todas las circunstancias que se observen y puedan ser

prueba o indicio de delito.
• Se firma por el que lo haya extendido y si usase sello, lo estampará

con su rúbrica en todas las hojas.
• Se invita a firmarlo a las personas presentes, peritos y testigos. Si no

lo hiciesen, se expresa la razón.
• Si no lo puede redactar el funcionario correspondiente, se sustituirá

por una relación verbal circunstanciada, que reduce a escrito el funcio-
nario del Ministerio Fiscal, el Juez de Instrucción o de Paz a quien deba
presentarse el atestado, expresando la razón de que no se halla redactado
de la forma ordinaria.

La Policía Judicial remitirá con el atestado un informe dando cuenta de
las detenciones anteriores y de la existencia de requisitorias para su llama-
miento y busca cuando así conste en sus bases de datos.

Los funcionarios de la policía deben dar a conocer a la Autoridad Judicial
o al Ministerio Fiscal las diligencias practicadas en un plazo de 24 horas,
salvo:

• Casos de fuerza mayor (art. 295 LECrim.).
• Cuando no exista autor conocido del delito (a partir del 6-12-2015,

fecha de entrada en vigor de la Ley 41/2015, de 5 de octubre, de reforma
de la LECrim.). En estos casos la Policía Judicial conservará el atestado a
disposición del Ministerio Fiscal y de la autoridad judicial, sin enviárselo,
salvo que concurra alguna de las siguientes circunstancias (art. 284.2
LECrim.):

— Que se trate de delitos contra la vida, contra la integridad
física, contra la libertad e indemnidad sexuales o de delitos rela-
cionados con la corrupción;

— Que se practique cualquier diligencia después de transcu-
rridas setenta y dos horas desde la apertura del atestado y éstas
hayan tenido algún resultado; o

— Que el Ministerio Fiscal o la autoridad judicial soliciten la
remisión.
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La Policía Judicial comunicará al denunciante que en caso de no ser
identificado el autor en el plazo de 72 horas, las actuaciones no se remitirán
a la autoridad judicial, sin perjuicio de su derecho a reiterar la denuncia ante
la fiscalía o el juzgado de instrucción (art. 6 Ley 4/2015, de 27 de abril, del
Estatuto de la Víctima del delito).

Si hubieran recogido armas, instrumentos o efectos de cualquier clase que
pudieran tener relación con el delito y se hallen en el lugar en que éste se
cometió o en sus inmediaciones, o en poder del reo o en otra parte conocida,
extenderán diligencia expresiva del lugar, tiempo y ocasión en que se encon-
trasen, que incluirá una descripción minuciosa para que se pueda formar idea
cabal de los mismos y de las circunstancias de su hallazgo, que podrá ser
sustituida por un reportaje gráfico. La diligencia será firmada por la persona
en cuyo poder fueren hallados.

La incautación de efectos que pudieran pertenecer a una víctima del
delito será comunicada a la misma. La persona afectada por la incautación
podrá recurrir en cualquier momento la medida ante el juez de instrucción
de conformidad con lo dispuesto en el párrafo tercero del art. 334 LECrim.

Los que no den a conocer las diligencias en plazo serán corregidos dis-
ciplinariamente con multa de 1,50 a 6.01 euros si la omisión no es delito, y
al mismo tiempo, se considera falta grave la primera vez y muy grave las
siguientes (Instr. 5/2001).

Cuando practiquen las diligencias por orden o requerimiento de la Auto-
ridad judicial o del Ministerio Fiscal, deben comunicar el resultado en el
plazo fijado en dicha orden o requerimiento.

INICIACIÓN DEL PROCESO PENAL: PRIMERAS DILIGEN-
CIAS Y DILIGENCIAS A PREVENCIÓN

PRIMERAS DILIGENCIAS

Se consideran como primeras diligencias las siguientes (art. 13 LECrim.):

• Consignar las pruebas del delito que puedan desaparecer.
• Recoger y poner en custodia cuanto conduzca a la comprobación

del delito y a la identificación del delincuente.
• Detener, en su caso, a los presuntos responsables del delito.
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• Proteger a los ofendidos o perjudicados por el delito, a sus familiares
o a otras personas, pudiendo acordarse a tal efecto las medidas cautelares
a las que se refiere el art. 544 bis LECrim. o la orden de protección prevista
en el art. 544 ter LECrim.

La LO 10/2022 introdujo un pfo 2.º en el art. 13 LECrim. para prever que,
en los supuestos de instrucción de delitos cometidos a través de internet, del
teléfono o de cualquier otra tecnología de la información o de la comunica-
ción, el juzgado podrá acordar, como primeras diligencias, de oficio o a ins-
tancia de parte, las medidas cautelares consistentes en:

• Retirada provisional de contenidos ilícitos.
• Interrupción provisional de los servicios que ofrezcan contenidos

ilícitos.

• Bloqueo provisional de contenidos ilícitos o servicios que ofrezcan
esos contenidos, cuando radiquen en el extranjero.

DILIGENCIAS A PREVENCIÓN

Normalmente, la instrucción en las causas por delitos se realiza por el
Juez de Instrucción competente. No obstante, existen singularidades relativas
a:

• La actuación de la Policía Judicial en la fase preparatoria (art. 770
LECrim.).

• La incoación y desarrollo de la fase previa. Defieren, en casos
urgentes y extraordinarios, distintas actuaciones al Juez de Paz:

— Por delegación del instructor (art. 310 LECrim.).
— Practicando determinadas diligencias urgentes e incoando

la fase de instrucción. Debe dar cuenta inmediata al Juez de Ins-
trucción y remitir lo actuado en un plazo de 3 días (arts. 307 y 308
LECrim.).
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7. INICIACIÓN DEL PROCESO PENAL: DILIGENCIAS INDE-
TERMINADAS

Ante los juzgados penales se plantean cuestiones que provocan mínimas
actuaciones, cuya naturaleza y finalidad impiden encajarlas dentro de alguno
de los tipos de proceso penal regulados.

Las diferentes opiniones existentes sobre si puede acudirse o no a la
incoación de diligencias indeterminadas, obligó a la Inspección Central de
Tribunales a dictar la Circular de 24 de octubre de 1977. Enumera, sin carác-
ter exhaustivo, los principales supuestos que deben registrarse como asuntos
penales indeterminados:

• Las cuestiones de competencia promovidas por inhibitoria (art. 33
LECrim.).

• Las actuaciones practicadas por el Juzgado para elevar la detención
a prisión, y su ratificación, cuando se ponga a su disposición un detenido,
y no sea el órgano competente para conocer del procedimiento (arts. 489
y 499 y ss LECrim.).

• Los supuestos en que se presente querella, sin poder especial, hasta
tanto se ratifique el interesado y el delito denunciado sea de los que sólo
pueden perseguirse a instancia de parte (art. 227 LECrim.).

• Los supuestos en que se formule querella, en la que sea preceptivo
el acto de conciliación previo y no se acompañe su certificación (art. 278
LECrim.).

• Los casos de denuncia o querella por calumnia o injurias, causadas
en juicio, sin previa licencia del Juez o Tribunal que de él conociese (art.
279 LECrim. y art. 215.2 CP).

• Las actuaciones a que den lugar los partes de los Centros Sanitarios,
dando cuenta de asistencia a lesionados y en los que, desde el primer
momento, aparezca que el hecho causante de las lesiones ocurrió en otro
Partido Judicial, y, en general, todas las actuaciones a prevención prac-
ticadas por un Juzgado, cuando otro es el competente, conforme a las
prescripciones de la Ley.

• Los supuestos de actuaciones para expedir mandamiento de entrada
y registro, cuando no haya procedimiento criminal en trámite.

• Las actuaciones para resolver peticiones de extradición pasiva.

Conforme a la doctrina del Tribunal Constitucional, la sustitución de las dili-
gencias previas por estas indeterminadas debe considerarse como un procedi-
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8.

miento arbitrario e inadmisible, salvo los casos excepcionales expuestos, puesto
que además de propiciar corruptelas, puede incidir sobre los derechos de defensa
y tutela judicial.

INICIACIÓN DEL PROCESO PENAL: CUESTIONES PRE-
JUDICIALES

CONCEPTO

Son aquellas cuestiones litigiosas que no tienen carácter penal (pueden
ser civiles, contencioso-administrativas, canónicas, laborales, mercantiles,
etc.) y que deben resolverse bien por el órgano del orden jurisdiccional com-
petente, antes de dictarse sentencia en el proceso penal, porque de ellas
depende a veces el carácter del hecho delictivo, o bien por el mismo órgano
jurisdiccional penal.

TRAMITACIÓN

Dada la ausencia de regulación en la Ley procesal del procedimiento para
resolver estas cuestiones, ha sido la Jurisprudencia del Tribunal Supremo, las
sentencias del Tribunal Constitucional y las diversas aportaciones doctrinales
las que han cubierto dicha laguna.

Pueden plantearse:

• Por todas las partes procesales, incluido el Ministerio Fiscal.
• De oficio por el Tribunal sentenciador.

Se distingue entre cuestiones:

• No devolutivas: debe resolverlas el Juez o Tribunal sentenciador penal.

a) A los solos efectos de la sentencia que se va a dictar, debe
resolver las cuestiones civiles, administrativas o de cualquier otro
orden jurídico, siempre que éstas estén ligadas de forma íntima con
el tipo penal de cuya aplicación se trate.

b) Si la cuestión civil prejudicial se refiere al derecho de propiedad
sobre un inmueble o a otro derecho real, el Tribunal penal puede
resolver sobre ella cuando tales derechos aparezcan fundados en un
título auténtico o en actos indubitados de posesión.
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c) Para resolver las cuestiones prejudiciales el Tribunal penal se
atendrá a las reglas civiles, administrativas o del orden jurisdiccional
de que se trate.

d) La doctrina ha interpretado que, por analogía, se aplica el pro-
cedimiento para resolver los artículos de previo pronunciamiento.

e) La doctrina del Tribunal Constitucional ha examinado el pro-
blema de que sobre una misma cuestión recaigan pronunciamientos
contradictorios en los distintos órdenes jurisdiccionales.

Esta contradicción no tiene relevancia constitucional cuando es
debida a los distintos enfoques jurídicos que los diversos Tribunales
hayan dado a unos mismos hechos, en virtud del principio de inde-
pendencia judicial.

Lo que no puede admitirse es que unos mismos hechos existan
para un orden jurisdiccional y dejen de existir para otro, puesto que
se vulneraría el principio de seguridad jurídica y el derecho a la tutela
judicial efectiva (arts. 9.3 y 24 CE).

El Tribunal Constitucional ha declarado que en los casos en que
exista una resolución firme jurisdiccional, otros órganos jurisdiccio-
nales que conozcan de los mismos hechos deberán asumir como
ciertos los declarados tales por la primera resolución, o justificar la
distinta apreciación que hacen de los mismos.

• Devolutivas: debe resolverlas el Juez o Tribunal del orden jurisdic-
cional que corresponda.

a) Si la cuestión prejudicial fuese determinante de la culpabi-
lidad o de la inocencia, debe resolverse por el órgano judicial del
orden jurisdiccional que corresponda.

El Tribunal penal suspende el procedimiento hasta la resolu-
ción de la cuestión y puede fijar un plazo que no exceda de 2
meses para que las partes acudan al Juez o Tribunal competente.
Pasado el mismo sin que el interesado acredite haber presentado
demanda ante el órgano judicial competente, el Letrado de la
Administración de Justicia dicta diligencia alzando la suspensión
y continuando el procedimiento (art. 4 LECrim.).

b) Las cuestiones civiles referentes a la validez de un matri-
monio o a la supresión de estado civil deben resolverse por el Juez
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o Tribunal del orden jurisdiccional civil y su decisión servirá de
base a la del Tribunal de lo criminal.

El Tribunal penal suspende el procedimiento hasta la resolu-
ción de la cuestión y la decisión que tome el órgano judicial com-
petente servirá de base a la del Tribunal penal.

Momento de proposición:

• En el procedimiento común:

a) Las cuestiones devolutivas pueden plantearse hasta que se
evacue el traslado para calificación provisional (art. 746.1
LECrim.).

b) Las cuestiones no devolutivas pueden plantearse incluso en
el acto del juicio oral.

• En el procedimiento abreviado: las cuestiones prejudiciales pueden
plantearse en el escrito de acusación, en el de defensa o al inicio del acto
del juicio oral (art. 786.2 LECrim.).
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La presente monografía se adentra en el ámbito del proceso penal con 
ocasión de la reforma de eficiencia procesal (RD-L 6/2023). Dicha 
reforma ha introducido cambios sustanciales de especial trascendencia 

práctica en la Ley de Enjuiciamiento Criminal que hacen imprescindible un 
análisis y puesta al día del proceso penal desde una óptica procesal.
Partiendo del estudio del marco que delimita la «jurisdicción», 
«organización» y «competencia» en los litigios penales, la obra se adentra en 
los aspectos procesales más trascendentales. Desde las medidas cautelares 
que aseguran la estabilidad del proceso, hasta los actos de comunicación 
a particulares que garantizan una adecuada participación en el mismo. Los 
plazos y términos, piedras angulares que trazan los límites temporales del 
proceso, y el derecho a la asistencia jurídica gratuita, columna vertebral 
de la equidad procesal, encuentran también su espacio de análisis. Del 
mismo modo, se examinan también otros elementos que conforman el tapiz 
procesal como las declaraciones de testigos o la eventual recusación de 
jueces y magistrados.
A continuación, se traza un recorrido exhaustivo por los diferentes tipos de 
procedimientos, desde el Procedimiento Abreviado Penal, hasta los Juicios 
Rápidos que responden a la urgencia de la justicia. El Procedimiento ante 
el Tribunal del Jurado, con su esencia participativa, se aborda en toda su 
complejidad, al igual que el Juicio sobre Delitos Leves y el Procedimiento de 
Habeas Corpus.




